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Protección al Consumidor



En el presente informe jurídico se analiza un procedimiento administrativo 

sancionador iniciado como consecuencia de la denuncia interpuesta el 06 de 

febrero de 2018 por el Sr. D.A.M.G. contra la Universidad IGV (la Universidad) 

por presunta infracción al Código de Protección y Defensa del Consumidor (el 

Código). El denunciante refiere que la Universidad aprobó tardíamente un 

beneficio estudiantil solicitado para el semestre 2017-I, lo cual conllevó a que el 

denunciante no se matricule dentro del cronograma; sin perjuicio de ello, el 

denunciante acudió como alumno libre. Finalizado el semestre, el denunciante 

se percató que sus notas no fueron registradas en el intranet de la Universidad, 

generando que no pueda matricularse en el semestre 2017-II. Tras la solicitud 

presentada por el denunciante, acordaron trasladar la totalidad de sus notas 

obtenidas en el semestre 2017-I al semestre 2017-II en virtud que, a criterio de 

la Universidad, la asistencia como alumno libre no le otorgaba el beneficio de ser 

alumno regular. Al finalizar el semestre 2017-II, el denunciante se percató que 

había desaprobado en 2 cursos, lo cual no era conforme de acuerdo al 

denunciante, siendo corregida la nota de un curso. El denunciante decide acudir 

al Indecopi e interponer su denuncia, la misma que fue admitida por la Secretaría 

Técnica por presunta infracción a los artículos 18° y 19° del Código. La 

Universidad se pronunció señalando que el denunciante pudo matricularse en el 

semestre 2017-I sin perjuicio que el beneficio estudiantil estuviera en evaluación. 

Asimismo, señaló que en el curso desaprobado no registra notas aprobatorias y 

tampoco tiene medios que acrediten haber aprobado. La Comisión de Protección 

al Consumidor declaró fundada en parte la denuncia en el extremo que la 

Universidad no le habría entregado en físico las notas del curso desaprobado y 

multó con 1 UIT por infracción a los artículos 18 y 19 del Código. La Universidad 

apeló indicando que no existe otro reclamo en el mismo curso y que la multa no 

fue debidamente graduada. La Sala de Protección al Consumidor declaró nula la 

resolución de primera instancia, considerando que esta tuvo un pronunciamiento 

incongruente. En vía de integración, la Sala declaró fundada la denuncia por 

infracción al artículo 73 del Código, y multó con 1 UIT a la Universidad. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

DENUNCIA 

El 06 de febrero de 2018, el señor D.A.M.G. (en adelante, el señor D.A.M.G.) interpuso 

una denuncia contra la Universidad IGV (en adelante, la Universidad) ante el Instituto 

Nacional de Defensa de la Competencia y de Protección de la Propiedad Intelectual (en 

adelante, INDECOPI), por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, Código de 

Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), por los siguientes 

fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

- El 17 de mayo de 2017, el señor D.A.M.G. solicitó a la Universidad un beneficio 

estudiantil por salud, consistente en un cuarto de beca para el semestre académico 

del año 2017-I; no obstante, no recibió una respuesta formal a fin de tomar 

conocimiento de los siguientes pasos que debía seguir para matricularse. 

- En el semestre académico 2017-I obtuvo el beneficio aun cuando era un requisito 

indispensable que estuviera matriculado en el mencionado semestre. 

- Cuando quiso matricularse para el semestre académico 2017-II, se vio 

imposibilitado debido a que la denunciada no había cumplido con subir todas sus 

notas al intranet del centro universitario en tanto, a consideración de la denunciada, 

no se encontraba matriculado. 

- Por tal motivo, se dirigió a la oficina del decano de la Facultad de Ciencias 

Administrativas y Económicas de la Universidad a efectos de expresarle su 

disconformidad con lo sucedido, solicitando el 10 de agosto de 2017 que 

cumplieran con elevar sus notas al intranet, sin embargo, no obtuvo respuesta. 

- Posteriormente, el referido decano le propuso que las notas que tenía en el semestre 

académico 2017-I podían ser trasladas al siguiente semestre (2017-II), a lo cual 

aceptó a pesar que lo estaban perjudicando académicamente; no obstante, en el mes 

de diciembre de 2017, el señor D.A.M.G. revisó sus notas en el intranet de la 

Universidad, verificando que tenía notas desaprobatorias en los cursos de 

“administración general” y “matemática”, lo cual contradecía lo informado por sus 

profesores al finalizar el semestre 2017-I. 



- En la medida que el señor D.A.M.G. conversó nuevamente con el decano de su 

facultad, el secretario académico de la Universidad se comunicó con él, 

solicitándole copia de sus exámenes y prácticas de todos los cursos que llevó en ese 

semestre (2017-I), requerimiento que lo efectuó parcialmente debido a que los 

profesores de los cursos cuestionados no se lo entregaron oportunamente. 

- En virtud de ello, la denunciada pudo corregir y aprobar su promedio final respecto 

a la nota del curso de “administración general”, sin embargo, no pudo corregir la 

nota del curso de “matemática” debido a que la docente de ese curso le informó que 

solo tenía una nota de práctica (donde sacó 08). 

- Ello resultaba incongruente puesto que: (i) de acuerdo al intranet, la nota 08 

correspondía a un examen parcial, no a una nota de práctica; (ii) dos de las cuatro 

prácticas habían sido compartidas con una compañera del curso, es decir, que la 

nota que sacó su compañera era la misma que le debió corresponder; y, (iii) al 

finalizar el curso, cuando le preguntó a la docente del curso por su nota, esta le 

contestó que sí había aprobado la materia. 

- La docente del referido curso no le había entregado sus prácticas y exámenes dado 

que era un alumno libre en tanto no se encontraba matriculado, siendo que incluso 

dicha docente no lo quiso evaluar hasta que se resolviera su solicitud de beneficio 

estudiantil, no obstante, él le indicó que se encontraba autorizado por el decano. 

- Pese a que el 20 de diciembre de 2017 el señor D.A.M.G. presentó una carta a la 

Defensoría del Estudiante, esta fue declarada improcedente en atención a la carta 

del 03 de enero de 2018 que presentó la docente del curso de “matemática”. 

- En esa línea, por la falta de responsabilidad de la docente en la entrega de notas, se 

continuó con el perjuicio académico en contra del señor D.A.M.G., siendo que 

incluso le habían retirado el beneficio estudiantil que obtuvo. 

- Aun cuando era el caso que sus notas hubieran sido desaprobatorias, la docente a 

cargo no le dio la oportunidad de dar el examen sustitutorio y/o el aplazado, los 

cuales eran parte del servicio educativo y a la vez un derecho de todo alumno. 

- Solicitó como medidas correctivas que la Universidad: (i) corrigiera el promedio 

del curso de “matemática” acorde a la información que la docente le brindó; y, (ii) 

no le quitara el beneficio estudiantil para el semestre 2018-I. 

 

Fundamento de derecho: 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 



Medios probatorios: 

- Copia de la solicitud para la obtención del beneficio estudiantil del 19 de mayo de 

2017, dirigida a la Universidad. 

- Copia de la solicitud del 10 de agosto de 2017, cuya sumilla era “Elevar notas al 

intranet”, dirigida a la Universidad. 

- Copia de la solicitud del 31 de agosto de 2017, cuya sumilla era “Transferencia de 

fondos”, dirigida a la Universidad. 

- Copia de la captura de pantalla del intranet de la Universidad s/fecha. 

- Copia de la carta del 19 de diciembre de 2017, dirigida a la Defensoría del 

Estudiante de la Universidad. 

- Copia de la carta de respuesta del 3 de enero de 2018 de la Defensoría del Estudiante 

de la Universidad. 

- Copia de sus exámenes y prácticas realizadas en la Universidad correspondiente al 

año académico 2017. 

- Copia de los recibos de pensiones canceladas a la Universidad de fechas 23 de junio, 

10 de julio y 12 de setiembre de 2017. 

 

RESOLUCIÓN ADMISORIA 

Con Resolución N° 1 del 05 de marzo de 2018, la Secretaría Técnica de la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 2 (en adelante, la Secretaría Técnica de la Comisión) 

admitió a trámite la denuncia formulada por el señor D.A.M.G. contra la Universidad, 

por presuntas infracciones de los artículos 18° y 19° del Código, por las siguientes 

conductas: 

 

- Habría resuelto de forma extemporánea la solicitud del denunciante respecto a la 

aplicación del beneficio estudiantil por salud. 

- No habría indicado al señor D.A.M.G. los pasos a seguir para registrar su matrícula 

en el semestre académico 2017-I, luego de aprobada su solicitud de beneficio 

estudiantil. 

- No habría registrado las notas del semestre académico 2017-I en el sistema intranet, 

perjudicando al señor D.A.M.G. para el semestre académico 2017-II. 

- No habría absuelto la solicitud efectuada por el señor D.A.M.G. el 10 de agosto de 

2017, consistente en elevar sus notas al intranet. 



- No habría entregado al señor D.A.M.G. las notas en físico del curso de 

“matemáticas”. 

- La Universidad habría colocado nota desaprobatoria al curso de “matemáticas”, 

pese a que esta no le correspondía al señor D.A.M.G.. 

 

Para lo cual, se corrió traslado de la denuncia a la Universidad, otorgándole un plazo no 

mayor a cinco (5) días hábiles, contados desde el día siguiente de notificada la referida 

resolución, para que cumpliera con: (i) presentar sus argumentos de defensa; (ii) precisar 

si el denunciante estuvo matriculado en los semestres académicos 2017-I y 2017-II, para 

lo cual debía señalar el monto pagado; y, (iii) precisar si el denunciante había culminado 

los semestres académicos 2017-I y 2017-II, así como las notas que había obtenido. 

 

DESCARGOS  

El 20 de marzo de 2018, la Universidad presentó un escrito apersonándose al 

procedimiento administrativo y solicitando una prórroga de plazo para la formulación de 

sus descargos, razón por la cual mediante Resolución N° 2 del 9 de abril de 2018 la 

Secretaría Técnica de la Comisión le otorgó un plazo adicional de dos (2) días hábiles, 

contados a partir de notificada el referido acto administrativo. 

 

Con escrito del 20 de abril de 2018, dentro del plazo establecido por la primera instancia, 

la Universidad presentó sus descargos solicitando que la denuncia formulada en su contra 

sea declarada infundada. Ello, bajo los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

- El señor D.A.M.G. había ingresado en el año 2016 a la carrera de Administración 

de Empresas, modalidad presencial, de su centro universitario, para lo cual, a 

efectos de ser matriculado en su primer ciclo académico, tenía a su alcance toda la 

información consignada en la página web de su representada. 

- En dicha página web se encontraba publicado el manual de matrícula, donde se 

indicaba detalladamente paso a paso el procedimiento que debían seguir los 

estudiantes para realizar su matricular. 

- De manera excepcional, mediante carta N° 357-2017-DFCAYCE de fecha 27 de 

abril de 2017, el decano de la facultad correspondiente solicitó al rectorado la 

autorización para la realización de matrículas extemporáneas correspondientes al 



semestre académico 2017-I de un grupo de alumnos que no pudieron realizarlas 

dentro del cronograma correspondiente, entre ellos el señor D.A.M.G.. 

- Pese a que su pedido para la obtención del beneficio económico (por salud y 

situación económica) no merecía atención, remitió el mismo al rectorado a través 

de la carta N° 487-2017-DFCAYCE el 15 de mayo de 2017. 

- Si bien, en ese momento, el denunciante aún no contaba con el beneficio económico 

autorizado, este sí podía matricularse al semestre académico 2017-I previa 

autorización excepcional del rectorado; siendo que, tal como había quedado 

demostrado, el estudiante conocía el mecanismo de matrícula de su centro 

universitario, la cual se encontraba en la página web. 

- En base a ello y de conformidad con el artículo 17° del Reglamento General de 

Estudios (también publicitado en su página web), la matrícula era de exclusiva 

responsabilidad del alumno, máxime si ya contaba con la autorización del 

rectorado. 

- A pesar de que el señor D.A.M.G. no se encontraba matriculado, este asistía a 

clases; no obstante, considerando su situación personal, el decano de su facultad 

mediante carta N° 745-2017-DFCAYCE gestionó excepcionalmente la 

regularización de su matrícula para el periodo académico 2017-II, por lo que se 

procedió a registrar las notas que obtuvo en el sistema intranet. 

- Ante el desfase suscitado por el propio estudiante, el señor D.A.M.G. se matriculó 

en el semestre académico 2017-II, la misma que había sido formalizada mediante 

Resolución Decanal N° 2273-2017-DFCAYCE, brindándole la indicación que, una 

vez concluido el semestre académico, se le remitirían sus notas consignadas en el 

registro de los docentes. 

- De los registros presentados por la docente de la asignatura de “matemáticas” podía 

visualizarse que el denunciante no contaba con más calificaciones que una nota 

práctica de 08, conforme lo señaló la docente María Belaunde Villalón en el informe 

que emitió, razón por la cual no lograba aprobar dicha materia. 

- El señor D.A.M.G. no había presentado ningún medio probatorio que acreditara 

haber desarrollado los exámenes y/o prácticas del curso de “matemática” a fin de 

que aprobara el mismo. 

  

Fundamento de derecho: 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 



- Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 

Medios probatorios: 

- Copia del récord de notas del señor D.A.M.G. al 17 de abril de 2018. 

- Copia de la carta N° 357-2017-DFCAYCE del 27 de abril de 2017, elaborado por 

el decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia de la carta N° 487-2017-DFCAYCE del 25 de mayo de 2017, elaborado por 

el decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia de la carta N° 573-2017-DFCAYCE del 21 de junio de 2017, elaborado por 

el decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia de la carta N° 745-2017-DFCAYCE del 11 de agosto de 2017, elaborado por 

el decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia de la Resolución N° 2273-2017-FCAYCE del 11 de setiembre de 2017, 

emitida por la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia de la carta N° 1099-2017-DFCAYCE del 30 de noviembre de 2017, 

elaborado por el decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas. 

- Copia del Informe S/N JBV-2017 del 15 de diciembre de 2017, emitida por la 

docente Juanita Belaunde Villalón de la Universidad. 

 

ESCRITO ADICIONAL 

El 25 de mayo de 2018 el señor D.A.M.G. presentó un escrito reiterando los fundamentos 

de su denuncia. Asimismo, aseveró adicionalmente lo siguiente:  

 

- Pese a que acudía frecuentemente a la oficina del decano de su facultad y a las 

oficinas administrativas correspondientes, estos nunca le informaron que un grupo 

de alumnos habían solicitado matrícula extemporánea y que él se encontraba en ese 

grupo, pese a que era su responsabilidad. 

- Había aceptado la propuesta del decano en tanto desconocía de la matrícula 

extemporánea, siendo que dicha falta de información afectó su desarrollo personal 

y profesional, así como su estado de salud. 

- El informe elaborado por la docente no tenía verosimilitud, ni certeza en tanto: (i) 

ella no había considerado su participación en los exámenes y prácticas individuales 

y/o grupales, lo cual connotaba su falta de responsabilidad; y, (ii) el docente del 

curso de “administración general” sí había registrado y entregado sus notas debido 



a que este sí participó en el desarrollo del curso, verificándose así la predisposición 

del docente para brindar solución. 

- En el momento que la docente le informó en el salón que había aprobado el curso, 

esta le generó expectativas, las cuales vio defraudadas cuando en el intranet se 

consignó una nota desaprobatoria. 

 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA  

Con Resolución N° 2387-2018/CC2 del 12 de octubre de 2018, la Comisión de Protección 

al Consumidor N° 2 (en adelante, la Comisión), emitió el siguiente pronunciamiento: 

 

(i) Declaró improcedente, por falta de interés para obrar, la denuncia interpuesta por 

el señor D.A.M.G. contra la Universidad, por presuntas infracciones de los artículos 

18° y 19° del Código, en los extremos referidos a que la proveedora denunciada: 

(a) no habría absuelto la solicitud efectuada por el denunciante el 10 de agosto de 

2017, consistente en elevar sus notas al intranet; y, (b) no habría indicado al 

denunciante los pasos a seguir para registrar su matrícula en el semestre académico 

2017-I, luego de aprobada su solicitud de beneficio estudiantil. 

(ii) Declaró improcedente, por falta de competencia, la denuncia interpuesta por el 

señor D.A.M.G. contra la Universidad, por presuntas infracciones de los artículos 

18° y 19° del Código, en los extremos referidos a que la proveedora denunciada: 

(a) habría resuelto de forma extemporánea la solicitud del denunciante de que se le 

aplicara el beneficio estudiantil por salud; y, (b) habría colocado al denunciante 

como nota del curso de “matemáticas” una desaprobatoria, pese a que esta no le 

correspondía. Ello, en tanto dichas conductas se realizaron en virtud de la 

autonomía universitaria con la que contaba la denunciada. 

(iii) Declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor D.A.M.G. contra la 

Universidad, por presuntas infracciones de los artículos 18° y 19° del Código, al 

haberse acreditado que la Universidad no entregó al denunciante las notas en físico 

del curso de “matemáticas”; sancionándola con una multa de 1 UIT. 

(iv) Ordenó a la Universidad que, en calidad de medida correctiva y en un plazo de 

quince (15) días hábiles desde el día siguiente de notificada la mencionada 

resolución, cumpliera con entregar al denunciante las notas e inasistencias que 

sustentaran el promedio obtenido en el curso de “matemática” correspondiente al 

semestre académico 2017-I. 



(v) Condenó a la Universidad al pago de las costas y los costos del procedimiento en 

favor del señor D.A.M.G.. 

RECURSO DE APELACIÓN 

El 13 de diciembre de 2018, dentro del plazo legalmente establecido, la Universidad 

interpuso un recurso de apelación contra la resolución emitida por el órgano de primera 

instancia el 12 de octubre de 2018, solicitando que esta se revoque a infundada, así como 

que se dejase sin efecto la sanción impuesta. Ello, bajo los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

- Los motivos por los cuales el señor D.A.M.G. no pudo matricularse fue 

estrictamente por responsabilidad del propio estudiante, siendo que la propuesta de 

trasladar las notas que obtuvo en el primer semestre académico al segundo fue 

realizada por un acto de liberalidad. 

- El denunciante refería que la docente del curso de “matemática” le había aseverado 

que aprobó el referido curso y que no le habían entregado los resultados de sus 

evaluaciones, no obstante: (i) no había presentado ningún medio probatorio que lo 

acreditara y, (ii) todo examen era entregado de forma inmediata por los docentes, 

siendo que no había recibido ningún reclamo similar al del denunciante. 

- La sanción impuesta no se encontraba debidamente motivada, vulnerando de esa 

manera los Principios de Proporcionalidad y Razonabilidad, recogidas en el Texto 

Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General. 

- No se había respetado el orden de prelación que establecía la norma, constituyendo 

la imposición de la autoridad en una abusiva, tras no considerar el test de 

razonabilidad establecido por el Tribunal Constitucional. 

- No se había considerado las circunstancias atenuantes previstas en el Código, tal 

como: (i) había tratado de dar una solución armoniosa al conflicto a través de la 

audiencia de conciliación, en las cuales se podía verificar las excesivas condiciones 

planteadas por el denunciante; y, (ii) en todo momento habría brindado apoyo al 

denunciante a fin de que no perdiera  su derecho al beneficio estudiantil, motivo 

por el cual se gestionó cartas al rector de la Universidad. 

 

Fundamentos de derecho: 

- Ley N° 29571 - Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General. 



 

Mediante Resolución N° 6 del 11 de enero de 2019, la Secretaría Técnica de la Comisión 

concedió el recurso de apelación interpuesto por la Universidad el 13 de diciembre de 

2018. De otro lado, con Proveído N° 1 del 28 de marzo de 2019, la Secretaría Técnica de 

la Sala Especializada en Protección en Consumidor (en adelante, Secretaría Técnica de la 

Sala) trasladó el recurso de apelación formulado por la denunciada al señor D.A.M.G., a 

fin de que este, de considerarlo pertinente, haga conocer su posición respecto de los 

argumentos expuestos en dicho recurso. Asimismo, se le indicó que, de ser el caso, en el 

plazo de cinco (5) días hábiles de notificada, podía solicitar su adhesión al mencionado 

recurso de apelación en los extremos que le resultaron desfavorables. 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

El 23 de agosto de 2019, con Resolución N° 2289-2019/SPC-INDECOPI, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala) emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

(i) Declaró la nulidad de la Resolución N° 2387-2018/CC2, en el extremo que declaró 

fundada la denuncia interpuesta contra la Universidad respecto de la entrega en 

físico de las notas correspondientes al curso de “matemáticas”, tras verificarse que 

el órgano de primera instancia transgredió el debido procedimiento, recogido en el 

numeral 1.2 del artículo IV del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, al emitir un pronunciamiento incongruente al cuestionado 

por el señor D.A.M.G. 

(ii) En vía de integración, se declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor 

D.A.M.G. contra la Universidad, por infracción al artículo 73° del Código, al 

haberse acreditado que la proveedora denunciada no entregó al denunciante las 

notas en físico del curso de “matemáticas”; sancionándola con una (01) UIT. 

(iii) Ordenó a la Universidad que, en calidad de medida correctiva, cumpliera con 

entregar al denunciante todos los exámenes que brindó en el curso de “matemáticas” 

durante el semestre académico 2017-II o, en su defecto, poner a disposición del 

denunciante el registro de asistencia del referido curso, en el cual se pueda observar 

su inasistencia a clases en las fechas en las que se realizaron los respectivos 

exámenes. 



(iv) Condenó a la Universidad al pago de las costas y los costos del procedimiento en 

favor del señor D.A.M.G. 

(v) Dispuso la inscripción de la Universidad en el Registro de Infracciones y Sanciones 

del Indecopi por la conducta infractora verificada. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

Las principales cuestiones que se pueden advertir en el expediente materia de análisis son 

las detalladas a continuación: 

 

1. La incorrecta calificación realizada por la Comisión respecto a los hechos 

denunciados por el señor D.A.M.G. relativos al servicio educativo brindado 

por la denunciada. 

 

IDENTIFICACIÓN 

De la revisión de la Resolución N° 1 del 05 de marzo de 2018, emitida por la 

Secretaría Técnica de la Comisión, se advierte que dicho órgano administrativo 

determinó que los hechos denunciados por el señor D.A.M.G. contra la Universidad 

se encontraban calificados como presuntas infracciones de los artículos 18° y 19° 

del Código; no obstante, conforme a lo establecido en el Principio de Especialidad 

y dado que la prestación de servicios era el educativo, correspondía que los 

mencionados hechos denunciados sean calificados y analizados como infracciones 

del artículo 73° del Código.  

 

Así la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el trámite 

del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 156° del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444 – Ley del 

Procedimiento Administrativo General establece que la tipificación corresponde a 

la autoridad que conoce de la denuncia, debiendo ser ello congruente con las 

peticiones formuladas por el administrado. 

 



Así, los artículos 18° y 19° del Código desarrollan el deber de idoneidad, concepto 

que podría entenderse que vela -de un modo general- por la seguridad de los 

productos y servicios ofrecidos en el mercado; esto es, la correspondencia entre lo 

que el consumidor espera y lo que efectivamente recibe.  

 

De otro lado, el artículo 73° del Código señala que el proveedor de servicios 

educativos debe tener en consideración los lineamientos generales del proceso 

educativo en la educación básica, técnico-productiva y educación superior, 

asegurando la calidad de los servicios dentro de la normativa sobre la materia. 

 

Finalmente, como lo ha establecido Tardío (2003) el Principio de Especialidad es: 

“la preferencia aplicativa de la norma reguladora de una especie de cierto género 

sobre la norma reguladora de tal género en su totalidad”. (Pág. 191) 

 

2. Las defectuosas notificaciones de los actos administrativos correspondientes al 

señor D.A.M.G. 

 

IDENTIFICACIÓN 

De la revisión de las cédulas de notificación dirigidas al señor D.A.M.G. sobre dos 

(2) actos administrativos (a saber: (a) la Resolución N° 4 del 8 de agosto de 2018, 

y (b) el Proveído N° 1 del 28 de marzo de 2019) se aprecia que estas no habrían 

sido debidamente diligenciadas conforme lo contempla la Directiva N° 001-

2013/TRI-INDECOPI. 

 

Ello, puesto que, de una comparación con las anteriores actas de notificación se 

observa que se consignaron diferente información acerca de las características del 

mismo domicilio donde se notificó, esto es, distrito de Villa El Salvador, provincia 

y departamento de Lima, no resultando ello congruente. 

 

Así la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el trámite 

del presente procedimiento administrativo. 

 

 

 



ANÁLISIS 

Conforme lo establece el T.U.O. de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, toda actuación administrativa deberá notificarse debidamente a las partes 

en el domicilio consignado, a efectos de que estas puedan hacer uso de su derecho 

de defensa y debido procedimiento de manera oportuna. 

 

Así, el numeral 3.1 de la Directiva N° 001-2013/TRI-INDECOPI, Régimen de 

Notificación de los Actos Administrativos y otras comunicaciones emitidas en los 

Procedimientos Administrativos a cargo de los Órganos Resolutivos del Indecopi 

establece que la realización de la notificación personal deberá efectuarse en el 

domicilio que conste en el expediente respectivo, siendo que, de lo contrario, dicha 

notificación sería inválida. 

 

Por su parte, el numeral 3.2 de la mencionada Directiva, señala que la notificación 

personal se realizará con el propio administrado o con la persona capaz que se 

encuentre en el domicilio consignado por el mismo, siendo que en dicha diligencia 

se deberá dejar constancia, previa identificación, de la siguiente información: (i) 

Nombre y apellidos completos, firma y DNI de quien recibe la notificación. De ser 

el caso la persona podrá identificarse, en lugar del DNI, a través del código de 

colegiatura otorgado por algún colegio profesional; (ii) vínculo que sostiene con el 

administrado; y, (iii) fecha y hora de la diligencia. 

 

Asimismo, el numeral 3.3 del referido cuerpo normativo señala que, en caso el 

destinatario de la notificación o la persona capaz que se encuentre en el domicilio 

se negara a recibir la misma o a identificarse, se dejará bajo puerta un acta, 

conjuntamente con la notificación, consignándose, entre otros, lo siguiente: (i) el 

destinatario de la notificación; (ii) la identificación del procedimiento respectivo -

número de expediente-; (iii) el acto materia de notificación -número de resolución-

; (iv) la indicación relativa a la negativa de recibir la notificación o a identificarse, 

(v) la dirección domiciliaria a la que se apersonó el notificador; (vi) la hora y fecha 

en que se realizó la diligencia, (vii) nombre, firma y D.N.I. del notificador; y, (viii) 

la indicación que se dejó la notificación bajo puerta.  

 



Adicionalmente a ello, en el acta se deberá indicar las características del lugar en 

donde se efectuó la diligencia, entre otras, la descripción de la fachada del domicilio 

del administrado (tipo de puerta del domicilio y número de pisos del domicilio, de 

ser el caso). Cabe precisar que para la notificación sea válida deberán, en efecto, 

consignarse en el acta todas esas indicaciones. 

Finalmente, conviene traer a colación lo indicado por Rojas (2011): 

 

El debido proceso no solo va más allá de una garantía formal del desarrollo 

del procedimiento, sino que, de acuerdo con la sentencia apuntada 

anteriormente, requiere de un control material que verifique el contenido de 

una decisión que se apegue a los valores y principios sobre los que se 

estructura el ordenamiento jurídico. (Pág. 184) 

 

3. La motivación incongruente de la Comisión respecto del hecho denunciado por 

el señor D.A.M.G. contra La Universidad.  

 

IDENTIFICACIÓN 

De la lectura de la Resolución N° 1 del 05 de marzo de 2018, se advierte que uno 

de los hechos cuestionados por el señor D.A.M.G. se encuentra referido a que la 

Universidad no le habría entregado las notas en físico del curso de “matemáticas” 

correspondiente al semestre académico 2017-II. Ahora, respecto de dicho extremo, 

mediante la Resolución N° 2387-2018/CC2, la Comisión declaró fundada la 

denuncia interpuesta en contra de la Universidad, tras verificar que la denunciada 

no había efectuado una correcta gestión ante la presunta calificación desaprobatoria 

del estudiante. 

 

Así la controversia gira en torno a si dicha interpretación es adecuada o no en el 

trámite del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 139º de la Constitución Política del Perú establece, entre otros puntos, 

que el Principio del Debido Proceso como garantía de la función jurisdiccional, 

precisando su observancia en todas las instancias del proceso. Del mismo modo, el 



Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil (norma de aplicación 

supletoria), también reconoce el derecho a ese debido proceso. 

 

El artículo 3° del T.U.O. de la Ley del Procedimiento Administrativo General 

dispone como requisito de validez de los actos administrativos, entre otros 

supuestos: la motivación. Dicho requisito consiste en que todo acto administrativo 

debe ser debidamente fundamentado en proporción al contenido de los actuados 

procedimentales y conforme al ordenamiento jurídico vigente. 

 

Asimismo, el artículo 5° del referido cuerpo normativo dispone que el contenido de 

un acto administrativo debe comprender todas las cuestiones de hecho y derecho 

planteadas por los administrados en el procedimiento. En ese sentido, la resolución 

debe ser congruente con las peticiones formuladas por el administrado, no pudiendo 

resolver más allá de lo solicitado, ni sobre punto o pretensión no planteada. 

 

En ese orden de ideas, el Principio de Congruencia se sustenta en el deber de la 

Administración de emitir un pronunciamiento respecto de todos los planteamientos 

formulados por los administrados, sea para acogerlos o desestimarlos, de modo tal 

que mediante la resolución que decida sobre dicha pretensión la administración 

emita íntegramente opinión sobre la petición concreta de los administrados. 

 

Ahora, el artículo 6° del T.U.O. de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, al abordar la motivación del acto administrativo, señala que esta debe 

contener una relación concreta y directa de los hechos probados, así como la 

exposición de las razones jurídicas y normativas que con referencia directa a los 

anteriores justifican el acto adoptado. No serán admisibles la exposición de 

fórmulas vacías de fundamentación o aquellas que por su vaguedad no resulten 

esclarecedoras para la motivación del acto. 

 

Así pues, por Sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el marco del 

Expediente Nº 0078-2008-PHC/TC, el Tribunal Constitucional ha precisado los 

supuestos en los cuales se considera que una resolución no se encuentra 

debidamente motivada, señalando los siguientes: (i) inexistencia de motivación o 

motivación aparente; (ii) falta de motivación interna del razonamiento; (iii) 



deficiencias en la motivación externa; (iv) la motivación insuficiente; (v) 

motivación sustancialmente incongruente; y, (vi) motivaciones cualificadas. 

 

Por su parte, Rubio (2005) ha indicado lo siguiente: 

 

El Tribunal [Constitucional] ha tratado diversos aspectos de detalle 

vinculados con el derecho y el principio de defensa. Los que estimamos más 

importantes son los siguientes: 

(…) 

- La motivación de las resoluciones es esencial para el principio de defensa. 

Cuando ella no aparece, se produce indefensión en las resoluciones 

respectivas. (Pág. 138) 

 

4. El análisis efectuado por la Comisión y la Sala sobre la graduación de la 

sanción impuesta a la Universidad. 

 

IDENTIFICACIÓN 

Respecto del hecho denunciado por el señor D.A.M.G., referido a la falta de entrega 

al denunciante de las notas en físico del curso de “matemáticas” correspondiente al 

semestre académico 2017-II, se advierte que: (i) Mediante la Resolución N° 2387-

2018/CC2 del 12 de octubre de 2018, la Comisión sancionó a la Universidad con 

una multa de 1 UIT por infracción de los artículos 18° y 19° del Código; y, (ii) 

Mediante Resolución N° 2289-2019/SPC-INDECOPI del 23 de agosto de 2019, la 

Sala sancionó –en vía de integración- a la Universidad con una multa de 1 UIT por 

infracción del artículo 73° del Código. 

 

Si bien dichas instancias administrativas basaron su decisión atendiendo a ciertos 

criterios de graduación, lo cierto es que la referida sanción no fue debidamente 

motivada y/o sustentada pues únicamente la primera y segunda instancia utilizaron 

dos (2) criterios de graduación, cuando pudieron desarrollar el criterio consistente 

en “el beneficio ilícito y/o el ahorro obtenido” a efectos de determinar una multa 

congruente a los Principios de Razonabilidad y Proporcionalidad. 

 



Así la controversia gira en torno a si dicha interpretación es adecuada o no en el 

trámite del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

 

El Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General 

establece la motivación como requisito de validez de los actos administrativos. Al 

respecto, Morón (2019) aseveró que: “La consecuencia sobre los actos es la nulidad 

(cuando se omita la motivación o ella revele contravención legal o normativa) o la 

necesidad de dictar un nuevo acto para enmendarlo (en caso de motivación 

incongruente, imprecisa, insuficiente o parcial)”. (Pág. 244) 

 

A ello debe agregarse que el jurista Huergo (1998) ha señalado que: 

 

La falta de motivación priva al recurrente del apoyo que supone conocer los 

motivos del acto y saber, en consecuencia, dónde hay que centrar el ataque al 

mismo. La motivación inadecuada es aún más perjudicial, puesto que 

desorienta al destinatario del acto, haciéndole creer que el acto tiene unos 

fundamentos determinados y condicionando de este modo su decisión de 

impugnarlo o aquietarse, mientras que luego, una vez iniciado el proceso, se 

ponen de manifiesto otros motivos. (Pág. 92) 

 

El artículo 112° del Código dispone criterios de graduación (tales como: el 

beneficio ilícito, la probabilidad de detección, el daño ocasionado al consumidor, 

entre otros), así como circunstancias agravantes y atenuantes especiales, las cuales 

son aplicadas dependiendo de la peculiaridad del caso materia de análisis por la 

autoridad administrativa.  

 

En suma, según el criterio de diversos juristas, la determinación de una sanción por 

parte de la administración debe encontrarse siempre motivada, pues: “No solo es 

generar predictibilidad respecto de la actuación de la autoridad administrativa, sino 

que la obliga a fundamentar con mayor rigor y detalle el tipo y monto de la sanción 

a imponer, evitándose decisiones absolutamente discrecionales”. (Gómez, Isla y 

Mejía, 2010, Pág. 141) 



 

Dicho lo anterior, cabe resaltar que la Sala ha determinado jurisprudencialmente 

que las sanciones administrativas tienen como finalidad principal la de disuadir y/o 

desincentivar la realización de infracciones por parte de los proveedores para que 

así sus conductas sean orientadas al cumplimiento estricto del Código. En este 

punto cabe mencionar que a efectos de determinar una sanción acorde a la conducta 

infractora acarreada toman en consideración los principios de la potestad 

sancionadora administrativa establecidas en el T.U.O. de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, en especial, los Principios de Razonabilidad y 

Proporcionalidad. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cabe precisar que el Indecopi no se 

encuentra obligado a tomar en consideración la totalidad de los criterios indicados 

en la referida norma sino los que considere pertinentes a las particularidades del 

caso; ello, puesto que, de la lectura del artículo 112° del Código, se advierte que al 

graduar la sanción el Indecopi puede tener en consideración los criterios indicados 

en dicha norma, más no tiene la obligación de desarrollar todos los criterios.   

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Sobre la incorrecta calificación realizada por la Comisión respecto a los hechos 

denunciados por el señor D.A.M.G. relativos al servicio educativo brindado 

por la denunciada. 

Particularmente, la infracción de los artículos 18° y 19° del Código implica la 

afectación de una legítima expectativa del consumidor; sin embargo, dicha 

conducta no siempre conlleva la existencia de un riesgo para la integridad o salud 

de los consumidores. En tal sentido, aun cuando el deber de idoneidad puede 

abarcar este tipo de supuestos, bajo el Principio de Especialidad, el referido cuerpo 

normativo ha dispuesto un tipo legal específico para este tipo de casos. 

 



Así pues, el artículo 73° de dicho cuerpo normativo refiere que el proveedor de 

servicios educativos debe tener en consideración los lineamientos generales del 

proceso educativo en la educación básica, técnico-productiva y educación superior, 

asegurando la calidad de los servicios dentro de la normativa sobre la materia. 

  

En el presente caso, de la lectura de la denuncia formulada por el señor D.A.M.G. 

el 06 de febrero de 2018, se advierte que los cuestionamientos referidos en contra 

de la Universidad se encuentran enmarcados en una relación de consumo donde la 

denunciada prestó sus servicios educativos al consumidor, motivo por el cual se le 

imputaron las siguientes conductas presuntamente infractoras:  

 

(i) Habría resuelto de forma extemporánea la solicitud del denunciante de que se 

le aplicara el beneficio estudiantil por salud;  

(ii) no le habría indicado los pasos a seguir para registrar su matrícula en el 

semestre académico 2017-I, luego de aprobada su solicitud de beneficio 

estudiantil;  

(iii) no habría registrado las notas del semestre académico 2017-I en el sistema 

intranet, perjudicándolo para el semestre académico 2017-II; 

(iv) no habría absuelto la solicitud efectuada por el denunciante el 10 de agosto 

de 2017, consistente en elevar sus notas al intranet; 

(v) no le habría entregado las notas en físico del curso de “matemáticas” 

correspondientes al semestre académico 2017-II; y, 

(vi) habría colocado al denunciante como nota correspondiente del curso de 

“matemáticas” una desaprobatoria, pese a que esta no le correspondía. 

 

Si bien dichos cuestionamientos fueron considerados como presuntas infracciones 

al deber de idoneidad recogido en el Código (a saber, los artículos 18° y 19° del 

citado cuerpo normativo), bajo los alcances del Principio de Especialidad, existía 

una norma más específica para dicha conducta infractora, esto es, el artículo 73°, el 

cual busca proteger el interés de los consumidores a fin de que reciban un servicio 

educativo de calidad. 

 

Aunado a lo anterior, cabe agregar que, mediante Resolución 3102-2018/SPC-

INDECOPI del 12 de noviembre de 2018, la Sala ha determinado -a nivel 



jurisprudencial- que el precepto normativo adecuado para este tipo de casos es el 

artículo 73° por encontrarse este arraigado específicamente a los servicios 

educativos.  

 

Bajo tales consideraciones, en este caso materia de análisis, la Comisión debió 

imputar los mencionados hechos cuestionados bajo el amparo del artículo 73° del 

Código por tratarse de presuntos defectos en el servicio brindado por la Universidad 

en su calidad de proveedor de servicios educativos. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cabe mencionar que, respecto del hecho 

referido a que la denunciada no habría entregado al denunciante las notas en físico 

del curso de “matemáticas”, en la medida que este extremo fue materia de análisis 

ante la Sala, dicho órgano resolutor, en virtud de los artículos 156° y 227° del Texto 

Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, pudo 

declarar la nulidad parcial de lo actuado únicamente sobre el mencionado extremo 

(por indebida motivación y tipificación en el procedimiento); y, en vía de 

integración, efectuar el análisis correspondiente al fondo de la controversia con el 

precepto normativo correcto. 

2. Sobre la defectuosa notificación de los actos administrativos correspondientes 

al señor D.A.M.G. 

Obran en el expediente administrativo las cédulas de notificación dirigidas al señor 

D.A.M.G. al domicilio procedimental consignado en su denuncia, el mismo que se 

ubica en distrito de Villa El Salvador, provincia y departamento de Lima. 

 

De la revisión de las mencionadas cédulas de notificación, se puede apreciar que 

dos (2) de ellas no cumplían con las características indicadas en la Directiva 001-

2013/TRI-INDECOPI, toda vez que en sus respectivas actas de notificación se 

consignaron diferente información acerca de las características del domicilio donde 

fueron notificadas todas, tal como se puede apreciar a continuación: 

 

 

 



ACTO 

ADMINISTRATIVO 

NOTIFICADO 

OBSERVACIÓN 

CARACTERÍSTICAS 

DEL INMUEBLE 

DONDE FUE 

DEJADO BAJO 

PUERTA 

Resolución N° 4 del 

5 de febrero de 

2016, emitida por la 

Secretaría Técnica 

de la Comisión. 

Se le ponía en conocimiento del 

traslado del escrito que presentó el 

25 de mayo de 2018 a la 

Universidad. 

Inmueble de 4 

pisos 

Fachada de color 

melón 

Reja de color negro 

Sin suministro  

Proveído N° 1 del 

28 de marzo de 

2019, emitida por 

la Secretaría 

Técnica de la Sala. 

Se le ponía en conocimiento del 

recurso de apelación formulado por 

la Universidad, otorgándole un 

plazo de cinco (5) días hábiles para 

que hiciera conocer su posición 

respecto de los argumentos 

expuestos por la denunciada, así 

como para adherirse al referido 

recurso en los extremos que le 

resultaron desfavorables. 

Inmueble de 2 

pisos 

Fachada de color 

cemento 

Puerta de madera 

de color marrón 

Con suministro N° 

1485797 

 

Dicho esto, cabe mencionar que existe una evidente disparidad en la información 

consignada en las actas de notificación sobre un mismo domicilio; por lo que, 

guarda congruencia deducir que las notificaciones efectuadas en las dos 

oportunidades no fueron debidamente diligenciadas por el notificador del Indecopi. 

 

En esa línea, el hecho que la Comisión y/o la Sala no hayan podido advertir 

oportunamente dicho error en las notificaciones, generó una vulneración sobre el 

derecho de defensa del señor Marinetti y el debido procedimiento, toda vez que una 

de las referidas notificaciones correspondía al Proveído N° 1 (donde se trasladó el 

recurso de apelación), en la cual le otorgaba al administrado un plazo para que 

pudiera interponer su recurso de adhesión a la apelación presentada en los extremos 

que le resultaban desfavorables del pronunciamiento emitido por la Comisión.  



 

Así pues, de la revisión del expediente, se aprecia que el señor D.A.M.G. tenía la 

posibilidad de aducir la indebida notificación del referido Proveído 1, solicitando 

la nulidad del acto administrativo (Resolución N° 2289-2019/SPC-INDECOPI) en 

atención al artículo 10º del Texto Único Ordenado de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, el cual establece como causales de nulidad del acto 

administrativo, la omisión o defecto de sus requisitos de validez, entre los cuales se 

encuentra el procedimiento regular que debe preceder la emisión del acto. 

 

3. Sobre la motivación incongruente de la Comisión respecto del hecho 

denunciado por el señor D.A.M.G. contra La Universidad.  

De la revisión de los actos administrativos emitidos a lo largo del procedimiento, 

se puede apreciar que: (i) La Secretaría Técnica de la Comisión imputó como un 

hecho denunciado que la Universidad no le habría entregado las notas en físico del 

curso de “matemáticas” correspondiente al semestre académico 2017-II; y, (ii) la 

Comisión declaró fundada la denuncia interpuesta en contra de la Universidad, al 

haberse verificado que la proveedora denunciada no había efectuado una correcta 

gestión ante la presunta calificación desaprobatoria del estudiante, siendo que no le 

proporcionó el sustento de sus evaluaciones o un informe detallado respecto de sus 

inasistencias (las cuales acreditaban que en efecto no había rendido ciertos 

exámenes por lo que no contaba con notas). 

 

En efecto, tal como puede visualizarse, resultaban incongruentes los argumentos 

que motivaron la decisión de la primera instancia puesto que el hecho denunciado 

(falta de entrega oportuna de notas físicas) era uno distinto por el cual –finalmente- 

sancionó a la denunciada (falta de idoneidad en la gestión de sus notas, debiendo 

haber acreditado por qué tuvo una nota desaprobatoria), transgrediéndose de esa 

manera el principio de Debido Procedimiento. 

 

Bajo tales consideraciones, quedaba verificado que el órgano resolutor de la 

primera instancia emitió un pronunciamiento sobre un hecho no cuestionado por el 

denunciante (esto es, desarrolló un cuestionamiento más allá de lo alegado en la 

denuncia formulado en el presente acápite), siendo dicho acto administrativo 

pasible de nulidad.  



 

4. Sobre el análisis efectuado por la Comisión y la Sala sobre la graduación de la 

sanción impuesta a la Universidad. 

Mediante la Resolución N° 2387-2018/CC2, la Comisión sancionó a la Universidad 

con una multa de 1 UIT por infracción de los artículos 18° y 19° del Código, al 

haberse verificado que no entregó al denunciante las notas en físico del curso de 

“matemáticas” correspondiente al semestre académico 2017-II. 

 

Para ello, la primera instancia se basó en los criterios de graduación consistentes 

en: (a) el perjuicio al consumidor, dado que al no tener conocimiento de sus notas 

y que su promedio final era desaprobatorio, perdió el beneficio estudiantil de beca 

por salud; y, (b) la probabilidad de detección de la infracción, considerada alta. 

 

De otro lado, respecto de la misma conducta verificada y en vía de integración, la 

Sala con Resolución N° 2289-2019/SPC-INDECOPI sancionó a la Universidad con 

una multa de 1 UIT por infracción del artículo 73° del Código, al haberse verificado 

que no entregó al denunciante las notas en físico del curso de “matemáticas” 

correspondiente al semestre académico 2017-II. 

Al respecto, la segunda instancia se basó en los criterios de graduación consistentes 

en: (a) el daño resultante, configurado por la afectación por privarlo de sus notas; 

y, (b) el daño al mercado, considerado como el efecto negativo y/o menoscabo en 

el mercado de servicios educativos. Asimismo, alegaron que la sanción impuesta se 

encontraba acorde al Principio de Razonabilidad. 

 

Si bien dichas instancias administrativas basaron su decisión atendiendo a los 

referidos criterios de graduación, los cuales se encontraban contemplados en el 

artículo 112° del Código; lo cierto es que ambas instancias omitieron desarrollar el 

criterio consistente en “el beneficio ilícito y/o el ahorro obtenido”, cuya definición 

es la siguiente: 

 

El beneficio real o potencial es lo que percibe, percibiría o pensaba percibir 

el administrado cometiendo la infracción menos lo que percibiría si no la 

hubiera cometido. (…) También es lo que el proveedor ahorra, ahorraría o 



pensaba ahorrar cometiendo la infracción administrativa. (Gómez, Isla y 

Mejía, 2010, Pág. 139) 

 

Así las cosas, al haberse verificado la vulneración al derecho del señor D.A.M.G. 

respecto de la prestación de un servicio educativo, era lógico colegir que el 

beneficio ilícito en tal conducta se configuraba como el ahorro obtenido por la falta 

de implementación de personal docente capacitado y/o la falta de capacitación de 

su personal docente referente a la entrega oportuna del resultado de las 

evaluaciones; por lo que la multa de 1 UIT impuesta resultaba ínfima, máxime si 

no se encontraban acorde con los Principios de Razonabilidad y Proporcionalidad 

(esto es no cumplían con los fines públicos de una sanción). 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

1. Sobre la Resolución N° 2387-2018/CC2 del 12 de octubre de 2018. 

Respecto a dicha resolución, me encuentro parcialmente de acuerdo con lo resuelto 

por la Comisión conforme lo pasaré a detallar a continuación: 

Primero, respecto de los hechos denunciados por el señor D.A.M.G., consistentes 

en que: (a) no habría absuelto la solicitud efectuada el 10 de agosto de 2017; y, (b) 

no le habría indicado los pasos a seguir para registrar su matrícula luego de 

aprobada su pedido de beneficio estudiantil, cabe mencionar que dicho 

administrado aportó como medios probatorios, los siguientes documentos: 

 

- La carta del 10 de agosto de 2017, con la cual el denunciante solicitaba elevar 

sus notas al intranet en tanto no podía matricularse al semestre académico 

2017-II. 

- La carta N° 745-2017-DFCACE del 11 de agosto de 2017, a través del cual 

el decano de la facultad del denunciante solicitaba la autorización excepcional 

para que las notas del estudiante sean elevadas al intranet para regularizar la 

matrícula. 

- La Resolución N° 2273-2017-FCAYCE del 11 de setiembre de 2017, por 

medio del cual la Universidad autorizaba el pedido de actualización de 

matrícula al denunciante para el periodo académico del año 2017. 



- El recibo N° 0646657 del 12 de setiembre de 2017, por concepto de matrícula 

del semestre académico 2017-II del señor D.A.M.G. 

 

A efectos de emitir un pronunciamiento sobre el fondo de la controversia el 

Indecopi tiene la obligación de verificar su competencia, pudiendo devenir una 

denuncia en improcedente cuando uno de sus causales sea, por ejemplo, la falta de 

interés para obrar, la cual se encuentra definido por Monroy (1994) como “la 

necesidad de acudir al órgano jurisdiccional, como único medio capaz de procesar 

y posteriormente declarar una decisión respecto del conflicto que está viviendo”. 

(Pág. 124) 

 

Así pues, de una valoración conjunta de los referidos medios probatorios, los 

cuestionamientos denunciados por el consumidor fueron subsanados por la 

proveedora denunciada con anterioridad a la interposición de su denuncia, esto es, 

antes del 6 de febrero de 2018, motivo por el cual efectivamente el señor D.A.M.G. 

carecía de interés para obrar. 

 

Continuando, en relación de los hechos denunciados por el señor D.A.M.G., 

consistentes en que: (a) habría resuelto extemporáneamente el pedido del beneficio 

estudiantil por salud; y, (b) le habría colocado una nota desaprobatoria en el curso 

de “matemáticas” pese a que no le correspondía, es pertinente referir que, conforme 

lo ha indicado la Autoridad de Consumo, las universidades cuentan con su propia 

autonomía (ya sea: de gobierno, académico y administrativo) y/o potestad auto 

determinativa para crear sus propias normas de regulación interna, tales como: sus 

procedimientos, la estructura y la organización del centro educativo; por lo que, en 

esa línea, la demora de sus trámites administrativos y/o los parámetros de 

calificación pedagógica de sus evaluaciones eran atribuciones autónomas del centro 

universitario. 

 

Finalmente, sobre el hecho denunciado referido a la falta de entrega en físico de las 

notas correspondientes al curso de matemática del semestre académico 2017-II, no 

me encuentro conforme con lo resuelto por la Comisión, toda vez que, de la lectura 

de los fundamentos de motivación de la misma, se desprende que se sancionó a la 

Universidad por un hecho distinto al denunciado en el presente procedimiento, lo 



cual connotaba una evidente vulneración del Principio del Debido Procedimiento y 

al Derecho de Defensa de la Universidad. 

 

2. Sobre la Resolución N° 2289-2019/SPC-INDECOPI del 23 de agosto de 2019. 

Respecto a dicha resolución, me encuentro conforme con lo resuelto por la Sala, 

toda vez que dicha instancia declaró la nulidad de la resolución de primera instancia, 

por vulneración del Principio del Debido Procedimiento; y, en vía de integración, 

declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor D.A.M.G. contra la 

Universidad, por infracción del artículo 73° del Código, al haberse constatado que 

la denunciada no entregó al denunciante las notas en físico del curso de 

“matemática” correspondiente al semestre académico 2017-II.  

 

En primer lugar, cabe acotar que, en la medida que la Comisión había efectuado 

una motivación incongruente en dicho extremo al sancionar a la Universidad por 

un hecho realmente no denunciado, correspondía que efectivamente sea declarado 

nulo por advertirse un vicio de nulidad transcendental. 

 

Dicho lo anterior, de la lectura de la denuncia, se observa que el señor D.A.M.G. 

cuestionó la falta de entrega de los exámenes y/o evaluaciones que habría rendido 

en el curso de “matemática”, motivo por el cual –en este tipo de casuística de 

omisión (hecho negativo)– la carga de la prueba correspondía a la proveedora 

denunciada dado que se encontraba en mejor posición que el consumidor de 

acreditar el cumplimiento de su obligación, esto es, que oportunamente cumplió 

con entregar el resultado (notas) de las evaluaciones y/o exámenes correspondientes 

al denunciante; no obstante, no presentó ningún medio probatorio que sustentara la 

veracidad de sus afirmaciones. 

 

En este punto, cabe reiterar que el artículo 173º.2 del T.U.O. de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General y el artículo 196º del Código Procesal Civil 

señalan que corresponde a los administrados aportar las pruebas de sus 

afirmaciones. 

 

En suma, en tanto la Universidad no aportó al procedimiento ningún medio 

probatorio que acredite (siquiera a nivel indiciario) el hecho cuestionado en el 



procedimiento, correspondía declarar fundada la denuncia interpuesta en contra de 

dicha proveedora. 

 

IV. CONCLUSIONES 

Habiendo realizado el análisis del presente caso, debo manifestar que me encuentro 

conforme con lo resuelto por la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

por los fundamentos expuestos con anterioridad. Asimismo, debo manifestar lo 

siguiente: 

 

- La Autoridad Administrativa tiene la obligación de recoger de manera 

congruente los hechos cuestionados en la denuncia formulada en el 

procedimiento, debiendo estos ser imputados con su tipo jurídico 

correspondiente. 

- Toda notificación debía efectuarse de manera diligente, tomando en 

consideración el domicilio procedimental consignado por el administrado, a 

efectos de no generar futuras y posibles nulidades. 

- Las sanciones impuestas por toda instancia administrativa debían ser 

congruentes con las conductas infractoras verificadas a lo largo del 

procedimiento, debiendo ser estos fundamentados y desarrollados de manera 

adecuada a fin de cumplir con su finalidad des-incentivadora y reparadora. 

- Los fundamentos en los cuales se basaba la autoridad para determinar la 

responsabilidad o no de un proveedor deben guardar relación con los hechos 

denunciados en el procedimiento, no pudiendo analizarse hechos más allá de 

los cuestionados. 

- Conforme lo establecía la norma correspondiente, la carga de la prueba 

representaba una regla idónea para asignar a quien le corresponde acreditar 

los hechos, siendo que la autoridad administrativa, en primer lugar, debiera 

verificar los medios probatorios aportados por el consumidor. 

- Cada instancia administrativa tenía la obligación de verificar si contaba con 

competencia para pronunciarse sobre el hecho cuestionado por el 

denunciante, así mismo debía verificar si la denuncia presentada devenía en 

improcedente o no. 
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